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RESOLUCION DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PLANIFICACIÓN, EVALUACIÓN Y 
CONTROL AMBIENTAL, POR LA QUE SE OTORGA A LA EXPLOTACION  AGROPOR S. L. 
AUTORIZACIÓN AMBIENTAL INTEGRADA EN EL TERMINO MUNICIPAL DE LAS 
TORRES DE COTILLAS (MURCIA) 
 
Visto el expediente nº 232/07 AU/AI instruido a instancia de Agropor S.L., con el fin de obtener la 
autorización ambiental integrada para la explotación porcina de 7.293 plazas de reproductoras, 900  pz de 
reposición, 8.835 pz de destete y 15.819 pz de cebo con domicilio en Finca La Molineta s/n, en el termino 
municipal de Las Torres de Cotillas (Murcia), se emite la presente resolución de conformidad con los 
siguientes:  
 

A) ANTECEDENTES DE HECHO 
Primero. Con fecha 28 de diciembre de 2006, Dña. Belén Muñoz Martínez con DNI 34.792.039-P, con 
domicilio social en Finca La Molineta s/n 30.565, en el término municipal de Las Torres de Cotillas 
presenta la solicitud de autorización ambiental integrada para la explotación porcina de Agropor S.L. 
ubicada en Finca La Molineta, polígonos 10; 18; 17 y parcelas 52d, 52f, 52e; 71b, 806 87q.87f, 73t 
respectivamente, en el término municipal de Las Torres de Cotillas (Murcia). La explotación es existente 
para 7.293 plazas de reproductoras, 900 de reposición, 8.835 de destete y 15.819 de cebo.  
Segunda. Los documentos que se acompañan a dicha solicitud presentan los contenidos mínimos 
establecidos en el articulo 12 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de premención y control integrados de la 
contaminación.  
Tercero. La mercantil dispone del Acta de Puesta en Marcha y Funcionamiento concedida por la 
Dirección General de Calidad Ambiental con fecha de 23 de marzo de 2004.  
Cuarto. Sometido a información pública, durante un período no inferior a de 30 días, de acuerdo con lo 
establecido en el articulo 16 de la Ley 1612002, de 1 de julio y en la Ley 27/2006 de 18 de julio, 
mediante la publicación del correspondiente anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia 
(BORM núm. 134 de 13 de junio de 2007). Durante este período no se presentaron alegaciones al citado 
proyecto.  
Quinto. En base al articulo 17 de la Ley 16/2002 se remitió la documentación del expediente de solicitud 
al Ayuntamiento de Las Torres de Cotillas, no emitió informe en base al articulo 18.  
Sexta. En base al artículo 17 de la Ley 16/2002 se remitió la documentación del expediente de solicitud al 
Organismo de Cuenca, el cual emitió informe en base al articulo 17.   
Séptimo. En base al artículo 17 de la Ley 16í2002 se remitió la documentación del expediente de 
solicitud al Departamento de Agricultura, Ganadería y Pesca, no emitió informe sobre los aspectos de 
sanidad animal en base al artículo 17. 
Octavo. La presente de resolución ha sido sometida a la Comisión Técnica de Evaluación de Impacto 
Ambiental de fecha 27 de noviembre de 2007.  
Noveno.- Con fecha  27 de octubre de 2008 se emite informe del Servicio de Vigilancia e Inspección 
Ambiental sobre las alegaciones presentadas en el trámite de audiencia. Este informe desestima la 
alegación  referente al  apartado 5.4.  Prescripciones de las balsas de almacenamiento de purines 
procedentes de la explotación porcina, por entre otras, las siguientes razones: 
1.- La disposición de purines en balsas habilitadas directamente sobre el terreno del emplazamiento donde 
se ubican, sin la colocación de capas de impermeabilización, ni sistemas de detección de fugas supone, un 
posible vertido indirecto a las aguas subterráneas, tanto en cuanto existe un riesgo de filtración a través 
del suelo o del subsuelo al Dominio Público Hidráulico (DPH), según Real Decreto 606/2003, de 23 de 
mayo, por el que se modifica el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los Títulos preliminar, I, IV, V, VI y VIII de 
la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas. 
2.- El órgano competente en la vigilancia de la posible degradación del medio receptor (aguas 
subterráneas) es el Organismo de Cuenca, correspondiendo al mismo la competencia en el otorgamiento 
de la autorización, en su caso, de vertidos indirectos a las aguas subterráneas.  
3.- Corresponde al órgano de cuenca, dentro del procedimiento establecido en la tramitación de una 
autorización ambiental integrada, el pronunciarse sobre la existencia o no de un posible vertido indirecto 
derivado de la disposición de purines en balsas habilitadas directamente sobre el terreno, sobre la base de 
la evaluación del riesgo de filtración a través del suelo o del subsuelo al DPH. 
4.- Según Informe de la Confederación Hidrográfica del Río Segura, recibido en fecha 05-10-07, respecto 
al almacenamiento y valorización de estiércoles en la actividad objeto de autorización se informa 
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desfavorablemente, “dado que no ha acreditado el promotor ante la administración autonómica que la 
actividad se desarrolla sin afección al dominio público hidráulico”. 
5.- Como conclusión se infiere que, si se no se dispone de la información suficiente para que exista un 
pronunciamiento expreso por parte de la Confederación Hidrográfica del Segura sobre la existencia o no 
de un posible vertido indirecto derivado de la disposición de purines en balsas habilitadas directamente 
sobre el terreno (sobre la base de la evaluación del riesgo de filtración a través del suelo o del subsuelo al 
DPH) , es necesario el adoptar los sistemas de aislamiento y de detección de fugas determinados en la 
presente autorización. 

 
B) FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Las instalaciones que están sujetas a autorización ambiental integrada son las incluidas en el 
anejo 1 de la Ley 1612002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, así 
como las incluidas en el anexo 1 del Red Decreto 509/2007, de 20 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento para el desarrollo y ejecución de dicha Ley, estando la instalación de referencia incluida en el 
epígrafe: 9.3.d) instalaciones mixtas, en las que coexistan animales de los apartados b) y c) de esta 
categoría 9.3, el número de animales para determinar la inclusión de las instalación en este anexo se 
determinad de acuerdo con las equivalencias en Unidades Ganaderas Mayor (UGM) de los distintos tipos 
de ganado porcino, recogidas en el anexo 1 del Real Decreto 324/2000, de 3 de mano, por el que se 
establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.  
Segunda. De conformidad con el Decreto 26/2008, de 25 de septiembre, de Reorganización de la 
Administración Regional, y el Decreto 325/2008, de 3 de octubre de 2008, por el que se establecen los 
Órganos Directivos de la Consejería de Agricultura y Agua. 
Tercero. La tramitación del expediente se ha realizado de acuerdo con la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 
prevención y control integrado de la contaminación, conforme al Decreto 26/2008, de 25 de septiembre, 
de Reorganización de la Administración Regional, y el Decreto 325/2008, de 3 de octubre de 2008, por el 
que se establecen los Órganos Directivos de la Consejería de Agricultura y Agua y según la Ley 27/2006 
de 18 de julio por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Vistos los antecedentes mencionados, junto a las 
informaciones adicionales recogidas durante el proceso de tramitación y de conformidad con el artículo 
20.1 de la Ley 1612002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, y en base 
a la documentación aportada, realizo la siguiente:  
 

C) RESOLUCIÓN 
Primero. Conceder a la explotación porcina Agropor S.L., autorización ambiental integrada para la 
explotación existente de 7.293 plazas de reproductoras, 900 de reposición, 8.835 de destete y 15.819 de 
cebo. Ubicada en Finca La Molineta, polígonos 10; 18; 17 y parcelas 52d, 52f, 52e; 71b, 80d, 87q. 875 
73t respectivamente, en el término municipal de Las Torres de Cotillas (Murcia) de conformidad con las 
condiciones y requisitos necesarios para el ejercicio de su actividad establecidos en el Anexo de 
Prescripciones Técnicas de esta Resolución, debiendo observarse además las normas generales de 
funcionamiento y control legalmente establecidas para este tipo de actividades.  
Segundo.  La efectividad de esta autorización, queda subordinada al cumplimiento de todas las 
condiciones y requisitos establecidos en la misma. La comprobación de este cumplimiento podrá 
realizarse bien por la autoridad competente, bien, en su caso, a través de entidades certificadas 
colaboradoras de aquella en presencia del interesado.  
Tercero. Esta autorización se otorga sin perjuicio de terceros y no exime de los demás permisos y 
licencias que sean preceptivas para el valido ejercicio de la actividad de conformidad con la legislación 
vigente. 
Cuarto. Renovación de la autorización. La autorización ambiental integrada, con todas sus condiciones, 
incluidas las relativas a vertidos al dominio público hidráulico y marítimo terrestre, desde tierra al mar, se 
otorgará por un plazo máximo de ocho años, transcurrido el cual deberá ser renovada y, en su caso, 
actualizada por períodos sucesivos. Con una antelación mínima de diez meses antes del vencimiento del 
plazo de vigencia de la autorización ambiental integrada, su titular solicitara  su renovación, salvo que se 
produzcan antes de dicho plazo modificaciones sustanciales en los aspectos medioambientales que 
obliguen a la tramitación de una nueva autorización ambiental integrada o que se incurra en alguno de los 
supuestos de modificación de oficio recogidos en el artículo 26 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 
prevención y control integrado de la contaminación. 
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Quinto. Suspensión cautelar de la autorización. Esta autorización podrá ser revocada, sin derecho a 
indemnización, en cualquier momento si se comprobara incumplimiento de la misma y contravención de 
lo establecido legalmente, tras el oportuno expediente. 
Sexto. Cambios en la instalación. El titular deberá informar al órgano competente para conceder la 
autorización ambiental integrada, de cualquier modificación de la instalación, que se proponga realizar, 
indicando razonadamente, en atención a los criterios definidos en el artículo 10 de la Ley 16/2002, si 
considera que se trata de una modificación sustancial o no sustancial. Dicha comunicación se acompañará 
de la documentación justificativa de las razones expuestas. 
Séptimo. El titular de la instalación estará obligado a prestar la asistencia y colaboración necesarias a 
quienes realicen las actuaciones de vigilancia, inspección y control. 
Octavo. Transmisión de la propiedad o de la titularidad de la actividad. Cuando el titular decida 
transmitir la propiedad o la titularidad de la presente actividad, deberá comunicar dicha pretensión al 
órgano ambiental. Si se produjera la transmisión sin efectuar la correspondiente comunicación, el antiguo 
y el nuevo titular quedan sujetos, de forma solidaria, a todas las responsabilidades y obligaciones 
derivadas del incumplimiento de dicha obligación. Una vez producida la transmisión, el nuevo titular se 
subroga en los derechos, las obligaciones y responsabilidades del antiguo titular. 
Noveno. En todo lo no especificado en esta Resolución se estará a todas y cada una de las condiciones 
estipuladas por la normativa vigente en materia de residuos, vertidos, contaminación atmosférica, ruido, 
suelos, así como cualquier otra que pueda dictar la administración en el desarrollo de la actividad en 
materia de protección ambiental. 
Décimo. Se estará a lo dispuesto en los correspondientes pronunciamientos de la autoridad competente en 
Medio Ambiente, así como en los distintos informes vinculantes de los Órganos Competentes que deban 
pronunciarse sobre las diferentes materias de su competencia. 
Undécimo. Contra la presente resolución, que no pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer 
recurso de alzada ante el Excmo. Consejero de Agricultura y Agua en el plazo de un mes desde el día 
siguiente a la recepción de la notificación de la presente autorización, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 114, 115 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 
13 de enero. 
 
 

 
 

Murcia, 28 de octubre  de 2.008 
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